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I CAPíTULO 2 

Los nuevos mandatos 
de los Bancos Multilaterales 

de Desarrollo: 

su aplicación en el caso de Argentina 

Diana Tussie [coord.] 
Marcos Mendiburu 
Patricia 1. Vásquez 

1. INTRODUCCiÓN 

Como consecuencia de intensas y prolongadas cam­

pañas hechas por redes internacionales de ONGs en los paises que aportan capi­

tal a los bancos multilaterales de desarrollo (BMDs), desde 1994 en el Banco 

Mundial (BM), y 1995 en el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), se han 

incorporado nuevos mandatos para aumentar la transparencia y fiscalización de 

sus actividades a la vez que adoptar métodos participativos en sus programas y 

proyectos.' En este último caso se intenta replantear la forma de concebir los 

proyectos o programas desde la sede de los organismos multilaterales de desarro­

llo en Washington, por expertos externos, para escuchar opiniones de los afecta­

dos y/o beneficiarios, recoger sus necesidades e involucrados tanto en el diseño 

como en la ejecución. Partiendo de esta premisa general, ambos BMDs han co­

menzado a hacer esfuerzos por modificar sus formas tradicionales de diseño y 

ejecución en algunos proyectos seleccionados y están intentando hacer expe­

riencias de relacionamiento directo con la sociedad civil a través de organizacio­

nes no gubernamentales (ONGs). 

r1. Ver P. Nelson en este volumen. Ver también Banco Mundial (1996). 
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El potencial de cambio es en principio muy grande. A la vez esta nueva forma 

de operar del BM y del BID abre una serie de interrogantes en virtud de las pujas y 

contradicciones que genera tanto entre los tres agentes encargados de llevar a la 

práctica estas modalidades operativas, como al interior de cada uno de ellos: el 

gobierno, las ONGs, y los mismos BMOs. Si bien es cierto que estos últimos han 

comenzado a cambiar sus modalidades operativas, también es cierto que no están 

institucionalmente preparados ni tampoco acostumbrados a operar en forma más 

participativa. Históricamente, el principal interlocutor de los BMOs fueron los go­

biernos y no los potenciales afectados o beneficiados de los proyectos. Más aún, 

las operaciones de préstamos deben siempre contar con el aval del gobierno. 

El concepto de participación hoy tiene una connotación diferente a la del 

pasado más reciente. La participación se entendía antes como sinónimo de movi­

lización de las masas para apoyar políticas del Estado. Hoy "participar" asume una 

connotación diferente: se hace referencia a la participación de la ciudadanía. Es 

justamente en ese transitar del tradicional esquema de movilización de masas 

desde el Estado, al actual objetivo de participación de una ciudadanía informada y 

responsable, donde se insertan hoy los nuevos mandatos de los BMOs. En los 

proyectos por ellos financiados, prácticamente los organismos se transforman en 

intermediarios o catalizadores de la participación ciudadana. 

Visto desde los BMOs, el vuelco hacia la participación o la adopción de méto­

dos participativos se circunscribe por ahora a ciertos proyectos y en forma discre­

ta, principalmente aquellos de alto riesgo, los programas sociales o las grandes 

obras de infraestructura que pueden afectar a los derechos de las comunidades 

indígenas. Ello significa que queda fuera de la mira la gran masa de recursos que 

movilizan los BMOs para cumplir con su función principal con relación al ajuste 

estructural. Es obvio que la forma que adquiere la implementación del ajuste con­

diciona las alternativas de políticas en otros sectores, y tiene un efecto en la rela­

ción entre gobierno y sociedad civil. La convocatoria a la participación hoy abierta 

está acotada; y lo que es más relevante aún, puede prestarse a dar un manto de 

legitimidad a decisiones de ajuste tomada en otros ámbitos y, muchas veces hasta 

con sentido opuesto. Desde su misma génesis la participación es un proceso de 

naturaleza muy fluida, ambigua y contradictoria. A la vez, la convocatoria a la 

participación, aun acotada a proyectos seleccionados, alienta expectativas en la 

sociedad civil que potencian dicha naturaleza. 

La aplicación de los nuevos mandatos del BID y BM en Argentina coincide con 

el plan de reforma del Estado. Un aspecto importante de dicha reforma es la des­

centralización de responsabilidades en el ámbito del Poder Ejecutivo. En este 
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esplritu el Poder Legislativo ha recogido la bandera de la participación ciudadana 

como una herramienta fundamental del desarrollo de políticas sociales efectivas: 

"La sociedad participativa ...(es) la única capaz de potenciar y controlar al Estado 

activo y dar legalidad al mercado"." No hay duda que la construcción de un país 

democrático exige amplíar los derechos de la ciudadania. Hoy la democratización 

ha reducido la confrontación entre Estado y sociedad civil, pero la convocatoria a 

la participación regenteada desde los BMOs da lugar a nuevas contradicciones y 

tensiones. 

La coincidencia temporal entre la introducción de nuevos mandatos en los 

BMOs y la reforma del Estado plantea como interrogante inevitable la duda sobre la 

interacción entre ambos. En otras palabras, ¿hasta qué punto los mandatos inclui­

dos en los préstamos de los BMOs fortalecen o debilitan el uso de la participación 

con fines ctientellsticos? Dado que este proyecto sólo estudia programas financia­

dos por los BMOs, la interacción de estos dos factores, los nuevos mandatos y los 

objetivos del Estado, no puede aislarse. Por el contrario, en los proyectos que se 

analizarán se pone en evidencia que hay una especie de cadena de mutua ali­

mentación entre las reformas de las políticas públicas y las reformas en el modus 

operandi de los BMOs. En realidad, puede decirse que los nuevos mandatos pue­

den ser útiles a las agencias del gobierno para ejecutar sus objetivos e incluso 

incrementar su propio perfil. Oe hecho, siempre existió una tendencia en diversas 

dependencias del Estado no desprovista de tintes clientelistas. El financiamiento 

externo en muchos casos refuerza la tendencia al clíentelismo. 

A través de un trabajo de campo se procurará investigar la problemática de los 

nuevos mandatos del BID y del BM en Argentina. La metodología aplicada para el 

desarrollo de este trabajo ha consistido en una serie de entrevistas con funciona­

rios de las representaciones locales del BID y del BM, con funcionarios seleccio­

nados de las unidades ejecutoras de los proyectos y con representantes de ONGs 

y redes de ONGs. A continuación de esta introducción la segunda sección incluye 

un panorama socioeconórmco del país en los últimos años. En la tercera sección 

se describe el accionar de los BMOs y se incluye una descripción de su cartera de 

préstamos en Argentina. En la cuarta sección se provee a grandes rasgos un 

panorama de la situación de las ONGs en Argentina y los desalios presentes en su 

relación con los BMOs y el Estado. La quinta sección examina la metodologia y los 

estilos de aplicación de los mandatos de participación, transparencia y fiscaliza­

r2. Congreso de la Nación (1995). 
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ción por parte de las representaciones del BID y del BM en Argentina. En la sexta 

sección se intenta profundizar el estudio del caso argentino a través del análisis de 

programas o proyectos específicos de ambos BMDs. Se analizarán los siguientes 

proyectos en particular: el proyecto Hidrovia Paraná-Paraguay y el programa de 

menores en condiciones especialmente difíciles ambos del BID; el Fondo Partici­

pativo de Inversión Social (FOPAR) y el proqrarna de alivio a la pobreza rural, 

ambos financiados por el BM. Estos proyectos se han seleccionado porque han 

sido aprobados o han comenzado a diseñarse con posterioridad a la puesta en 

práctica de los métodos participativos para el diseño y ejecución de proyectos. Por 

último, se ofrecen algunas reflexiones finales. 

2. PANORAMA SOCIOECONÓMICO 

Al iniciarse la década del noventa Argentina se enfrentaba a graves dificulta­

des de financiamiento. Para responder a estas exigencias se recurrió a los gran­

des préstamos de ajuste de los BMDs y en 1991, se instauró el aún vigente plan de 

convertibilidad, cuyos principales componentes incluian reformas estructurales 

de la polltica comercial, monetaria, fiscal, y ajuste del sector público. En la primera 

etapa del plan económico se registró un fuerte crecimiento de la demanda agrega­

da sostenido por un masivo ingreso de capitales externos. Sin embargo, a partir de 

1994 varios factores contribuyeron a que la situación económica sufriera un cam­

bio drástico. Al desatarse el llamado efecto tequila, la Argentina sufrió un masivo 

drenaje de divisas, que puso seriamente en jaque la posibilidad de mantener el 

tipo de cambio. 

La debilidad de las cuentas internas y externas argentinas requirió el renova­

do rescate de los organismos financieros internacionales que acudieron con un 

paquete de aproximadamente 10.000 millones de dólares en abril de 1995. A partir 

de 1995, se vislumbró una tendencia recesiva, pero con todo se logró mantener el 

tipo de cambio y contener una potencial crisis del sistema financiero. En términos 

de estabilidad de precios y tipo de cambio, y hasta en lo que respecta a un mayor 

equilibrio de las finanzas públicas, se podria decir que el plan económico fue 

exitoso. Sin embargo, los costos sociales fueron altos. En ese sentido, el programa 

de ajuste estructural profundizó una tendencia a una distribución del ingreso 

crecientemente inequüativa y llevó a un aumento de los indicadores de pobreza y 

del número de pobres. 
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La desocupación llegó a casi un 19% según cifras oficiales, un registro sin 

precedentes desde la década del treinta. El desempleo es mayor en los estratos 

más jóvenes de la sociedad. El 41% de los jóvenes entre 15 y 19 años que 

buscan trabajo no lo encuentra y el 25 % de las personas entre 20 y 24 años está 

desempleada. Se habla de "nuevos pobres" en referencia a quienes han perdido 

su inserción en mercados laborales formales al ser desplazados por la apertura, 

el avance tecnológico, las privatizaciones, y por el cierre de pequeñas y media­

nas industrias. 

El gasto social como porcentaje del PBI ha sufrido una importante reducción a 

lo largo de los años, pasando de casi el 17% en 1980 al 10% en 1995. En 1995, el 

gasto público social alcanzó a casi 52.000 millones de dólares, la mayor parte del 

cual se destinó a jubilaciones y pensiones, es decir, a toda la sociedad y no sólo a 

los sectores más marginales de la población. El gasto social focalizado en los 

sectores necesitados llega apenas a 3.000 millones de dólares anuales. 

Hoy la Argentina se enfrenta a un nuevo desafío: cómo resolver la ecuación 

entre cerrar la brecha fiscal, brindar asistencia a los crecientes sectores margina­

les y reactivar la economía en medio de un clima de menor tolerancia respecto, 

tanto del elevado nivel de desocupación como de la corrupción. Esta es la compli­

cada asignatura pendiente del gobierno. En este contexto se anunció un polémico 

proyecto de ley que atenta contra buena parte de las conquistas sociales del 

movimiento sindical argentino: la flexibilización de las condiciones de contrata­

ción de los trabajadores. Otro proyecto apuntalado por el Banco Mundial que 

aumentó el nivel de enfrentamiento entre el gobierno y los sindicatos es la 

desregulación de las llamadas "obras sociales", el sistema de seguro médico 

provisto por los sindicatos, y que ha sido históricamente fuente importante de su 

influencia y de su acceso a recursos financieros. 

Una resultante del acelerado repliegue del Estado y del sindicalismo organi­

zado ha sido la generación de un espacio para el avance de las ONGs en el 

campo social. En los últimos años las organizaciones sociales se están desarro­

llando rápidamente; están adquiriendo un perfil mayor que en el pasado y tienen 

una intervención creciente en la implementación de proqramas." En algunos 

casos el personal de las ONGs se recluta entre los ex funcionarios de la adminis­

tración pública. 

r3. Ver R. Martinez V. Canet y O. l.ibonatti (1994). 
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Los BMDs están acompañando esta transformación. Ambos han anunciado 

que el principal destino de sus préstamos para los próximos años serán los secto­

res sociales. Se estima que un 50% de los préstamos del BID con aprobación 

esperada para los próximos tres años se destinará a los sectores sociales, ambien­

tales y de saneamiento. Además, se avanzará con préstamos directos para progra­

mas de reformas de algunas provincias.' 

3. LA ESTRATEGIA DE APOYO FINANCIERO DE LOS BMDs 

Hasta la década del '80 el BID fue la principal fuente de financiamiento externo 

público; por el contrario el BM tenía un perfil muy bajo. El financiamiento del BID se 

destinaba principalmente a las grandes obras de infraestructura física y energéti­

ca. Recién con el advenimiento de la crisis de la deuda en la década del '80, el BM 

incrementó sus compromisos en la Argentina llegando a casi el doble de los asu­

midos por el BID.5 La mayor parte del programa del BM se volcó a préstamos de 

ajuste sectorial, también llamados de rápido desembolso, dado que en última ins­

tancia están destinados a apoyar la balanza de pagos. La caracteristica de dicha 

modalidad de prestación es que cuenta con marcadas condicionalidades de pon­

tica que llevan a reformular un cúmulo de políticas públicas y se incentivan a partir 

de los fondos disponibles por la existencia de un préstamo. A partir de 1991, el BID 

también adoptó ese tipo de préstamos hasta un tope que no debla exceder el 25% 

de su cartera. Pero a partir de 1993, la institución intentó reemplazarlos por finan­

ciación destinada a inversiones." 

Las repercusiones de la crisis financiera de México en 1994 provocaron un 

replanteo de la estrategia del BM y del BID. En efecto, las dos entidades financieras 

se vieron obligadas nuevamente a efectuar grandes transferencias a través de 

préstamos de rápido desembolso. El BID aprobó un primer préstamo para la priva­

tización de los bancos provinciales por un total de 750 millones de dólares -hasta 

ese entonces el préstamo más grande en la historia del BID-; y un segundo présta­

mo por 450 millones de dólares para la reforma de sectores sociales destinado a 

4. Ver BID (1996 b). 

5. Ver D.Tussie (1995). 

6.ldem.1
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proteger planes sociales amenazados por los recortes presupuestarios. A pesar 

de que la modalidad participativa ya estaba en la palestra. ninguno de los présta­

mos aprobados ese año incluye a la participación en sus enunciados operativos. 

Existe una razón válida para dicha ausencia: la implementación de los mandatos 

pasó a segundo plano frente a la urgencia financiera "post-tequila". Resultaba 

difícil incorporar un elemento adicional a tener en cuenta -Ia participación- a las ya 

complejas negociaciones financieras entre el equipo económico y el banco en un 

período que se consideraba de emergencia a nivel nacional y, dado su potencial 

efecto "dominó", también a nivel regional. 

Si bien la situación de emergencia parece haberse superado, persiste aún cierta 

fragilidad financiera, razón por la cual los BMOsrevisaron hacia arriba las magnitudes 

de sus programas de préstamos a partir de 1996. Ambos han decidido priorizar la 

inversión y la reforma de políticas en el sector social. En el BID, más del 50% de los 

préstamos con aprobación estimada para los próximos tres añosse destinariaa inver­

siones y reformas en los sectores sociales, ambientales y de saneamiento. Se estima 

en 1.500 millones de dólares (monto igual al de 1995)el nivel anual de aprobaciones 

para el perlado 1996-98, en un contexto en el cual la meta de aprobaciones anuales 

del BID se estima en 7.000 millones de dólares de dólares] (ver cuadro 1). 

El BM, por su lado, ha proyectado préstamos por 5.100 millones de dólares 

para el periodo 1995-99, dependiendo de los avances del ajuste económico." 

Algunos de sus préstamos o proyectos de préstamos han estado en el ojo de la 

tormenta en los últimos tiempos. Los sindicatos, en particular, han manifestado su 

resistencia a la reforma del seguro de salud hasta ahora provisto por ellos a través 

de las llamadas obras sociales. También han causado controversias las recomen­

daciones del banco de que para reducir el desempleo se debe proceder a refor­

mular las relaciones laborales de manera de reducir las rigideces del mercado 

laboral, los costos laborales y la inflexibilidad de los salarios. 

En cuanto a préstamos actualmente en negociación, hay dos programas que 

en tandem incursionan en el delicado y sensible tema de la gobernabilidad exten­

diéndose su cobertura tanto a nivel nacional como provincial y a los poderes 

ejecutivo y legislativo. El BM tiene la intención de contribuir a la reforma del Poder 

Judicial nacional, mientras que el BID actuará a nivel provincial. El sector judicial 

r7. BID (1996 a). 

8. Banco Mundial (1995). 
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se encuentra todavía en la etapa de examen, para elaborar un diagnóstico base 

para un futuro proyecto de reforma del sector. En cuanto al Legislativo, las rencillas 

internas dentro del Parlamento para recibir los fondos y controlar su destino esta­

rían haciendo peligrar la suerte de un proyecto de asistencia del 810.9 

4. El RELACIONAMIENTO DE LA SOCIEDAD CIVil, El ESTADO Y lOS BMDs 

4.1 Panorama de los ONGs en Argentino 

En Argentina, el movimiento de ONGs presenta un desarrollo más tardío y de 

un menor grado relativo que el de los otros estudios de caso del presente proyecto. 

Las tradicionales políticas de intervención estatal y la existencia del sindicalismo 

como brazo activo del Estado en las cuestiones sociales (tanto vivienda y salud, 

como turismo accesible) generó en el pasado un escenario menos favorable para 

las actuación de las ONGs. Además de la fuerte presencia de un "modelo de 

Estado de bienestar" más o menos populista, con fuertes políticas sociales y 

redistributivas desde mediados de los años '40, el relativamente mayor ingreso per 

cápita y la mejor distribución del ingreso permiten explicar las diferencias entre el 

caso argentino y los de otros países latinoamericanos. 10 

Esta situación se ha modificado desde comienzos de la década del '90. El 

repliegue del Estado a partir de 1991 deja vacante un espacio que ha sido cubierto 

en parte por las ONGs. Si bien la primera mitad de la década del '90 se caracterizó 

por una ausencia de poHtica estatal con respecto a las ONGs, posteriormente, 

comienzan a observarse desde el gobierno, y más precisamente a partir de la 

creación de la Secretaria de Desarrollo Social, esfuerzos por fomentar la participa­

ción de las ONGs en el área social, como por ejemplo el establecimiento del 

Centro Nacional de Organizaciones Comunitarias (CENOC) en 1995. Se estima 

que en Argentina alrededor de tres millones de personas acunas participan de un 

modo u otro, y en alguna medida u otra, en la labor que realizan las organizaciones 

sin fines de lucro para mejorar la calidad de vida de la población a través del 

capital social (ya no el Estado ni el capital privado)" 

9. The Economist (1996), pp. 44-45. 

10. Ver A. Thompson (1995). 

11. Ver M. Mora y Araujo (1996). 1
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Se pueden identificar tres tipos de organizaciones de la sociedad civil: en 

primer término, las organizaciones de base, integradas por los propios benefi­

ciarios (v.g., centros comunitarios) que son, hoy en dia, importantes destinata­

rias de la cooperación internacional. En segundo término, figuran las organiza­

ciones de asistencia (v.g., CARITAS, comedores infantiles, Liga de Madres de 

Familia, etc.) conformadas por voluntarios que no son beneficiarios directos. Y 

en último lugar, están las ONGs de desarrollo, formadas por técnicos y profesio­

nales. Estas organizaciones cuasi-académicas tienen una tradición de 

relacionamiento directo con las fuentes del financiamiento externo. Su función 

ha sido la ejecución de proyectos de servicios, capacitación e investigación 

en temas de desarrollo. 

Las organizaciones que agrupan a los beneficiarios directos tienen como 

interlocutores frecuentes a los municipios. Las ONGs de desarrollo, en cambio, 

suelen relacionarse con un conjunto más amplio de actores porque su campo de 

acción involucra a otras regiones. En el caso de las ONGs de Capital Federal y las 

principales centros urbanos, la proximidad a los centros de decisión facilita el 

aCC860 a fondos, particularmente los provenientes de organismos y fundaciones 

internacionales. Pero, por lo general, no existe financiamiento para el desarrollo 

institucional de la propia organización sino fondos específicos para proyectos. 

Dicha carencia de financiamiento institucional se suple con mecanismos de 

autogestión económica: venta de servicios, emprendimientos productivos, edición 

de publicaciones, etc. Otra forma, si bien incipiente, de obtener fondos en las 

grandes ciudades es la filantropía nacional de empresas y particulares. 

Para sobrevivir, muchas ONGs se ven obligadas a modificar sus temáticas por 

la sola necesidad de poder acceder a fondos internacionales. De este modo, la 

situación de varias organizaciones tiende a ser muy vulnerable a las agendas 

externas dictadas por las "modas" o los vaivenes de financiamiento. Esto atenta 

tanto contra la sustentabilidad de los programas como contra la imagen de las 

ONGs, porque pueden no tener la capacidad de gestión para responder a los 

vaivenes y, por lo tanto, cumplir con sus objetivos y las expectativas de la gente. 

En general, aun las organizaciones que trabajan en un mismo lugar y una 

misma problemática tienen muchas dificultades de artículación." El último esfuer­

12. Existen diversas experiencias previas como el Encuentro de EllIidades No Gubernamentales 

para el Desarrollo, federación formalizada que nuclea alrededor de 35 ONGs de desarrollo y que 

funciona desde 1979; y Conlluencia. red que nuclea üNGs en el tema de educación popular. 1
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zo en este sentido fue la realización de encuentros en el Foro del Sector Social que 

funciona desde 1995, con la participación de cuarenta y cinco organizaciones. El 

Foro es un intento por organizar los elementos dispersos que conforman el llama­

do "tercer sector". Tal vez una muestra tangible de ese esfuerzo es la revista Tercer 
Sector, la única publicación de su tipo en el país. De publicación mensual, la 

revista incluye notas informativas y de debate sobre la creciente participación de 

la sociedad civil en el país, además de entrevistas con personalidades vinculadas 

al sector e información sobre eventos alusivos. 

El panorama de las ONGs no sólo está muy fragmentado sino que también es 

muy heterogéneo qeoqráñcarnente." Por un lado, en la Capital Federal a diferen­

cia de otras jurisdicciones, las ONGs abordan temáticas que van más allá de los 

problemas relacionados a la pobreza (desnutrición, analfabetismo, vivienda, des­

empleo). Hay un número importante que se dedica a temas ciudadanos como 

derechos humanos, medio ambiente, derechos del consumidor, grupos vulnera­

bles o de riesgo, etc., conformando en su gran mayoría ONGs de reclamo de 

derechos específicos. Otra peculiaridad de la Capital Federal es la mayor interacción 

entre las ONGs y su participación en redes. 

En el interior, por otro lado, el critico contexto socioeconórnico de la mayoria 

de las localidades y distritos refuerza las presiones sobre las ONGs para dar res­

puestas a las demandas sociales, alterando las misiones institucionales de mu­

chas organizaciones que originariamente apuntaban a realizar tareas de promo­

ción y no de asistencia directa. Al desarrollar actividades de asistencia directa, las 

ONGs compiten con organizaciones de base en la provisión de servicios públicos 

y condicionan la articulación entre ambos tipos de organizaciones. 

4.2 El relacionamiento entre las ONGs y el Estado 

Una primera aproximación al retacionarnienlo de las ONGs con el Estado 

permite identificar dos posiciones opuestas desde las ONGs: aquéllas que están 

dispuestas a cooperar con el Estado y aquéllas que temen ser usadas pollticarnen­

¡Impulsada por Encuentro y Confluencia, en el ano 1993 y 1994 funcionó un Foro Nacional de 

ONGs, que llegó a integrar 110 organizaciones de todo el país. Este Foro Nacional dejó de 

funcionar en 1995, quedando solamente en función la regional de Buenos Aires. 

13. Ver D. Filmus: D. Arroyo y M. Estebanes (1996). 
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te. Entre las primeras se reconoce al Estado como un actor legítimo y necesario en 

las cuestiones sociales, pero se le asigna un rol de promotor o facilitador antes que 

ejecutor para la solución de las necesidades de los sectores carenciados. La 

estrategia de estas ONGs consiste en criticar el modelo de ajuste pero al mismo 

tiempo participar en los programas del gobierno para tratar de influir sobre el curso 

de las políticas sociales. En muchos casos las ONGs "mantienen con el Estado y 

los gobiernos nacional, provincial y municipal (aunque en este último caso en 

menor medida) una relación de distanciamiento y desconfianza y una muy escasa 

experiencia de relacionamiento". Algunas ONGs trasladan esa desconfianza a los 

BMDs por la relación de éstos con el gobierno. 

Asl como puede observarse que el denominado TercerSector en Argentina no 

es monoHtico, tampoco lo es el Estado. En algunas dependencias gubernamenta­

les existe la concepción del Estado como ejecutor único de las políticas sociales, 

en tanto que otras han llevado adelante un importante proceso de descentraliza­

ción o cogestión. La actitud sobre el tema de transparencia y participación y su 

relacionamiento con ONGs varía según los niveles: nacional, provincial y munici­

pal. También es diferente la actitud entre los diversos organismos nacionales. Por 

ejemplo, la Secretaría de Desarrollo Social de la Nación demuestra una apertura e 

intencionalidad de articulación con las ONGs. La Secretaria de Medio Ambiente, 

por el contrario, declaró que en las ONGs hoy se disfraza la nueva izquierda. 

Estas diferentes visiones a nivel nacional también se perciben en el plano 

provincial, donde la mayor o menor participación de las ONGs depende del grado 

de desarrollo económico de la provincia, de la bandera política del gobierno, o de 

la distancia con los grandes centros de toma de decisiones, entre otras cosas. l' 

Por ejemplo, en el caso de la provincia de Buenos Aires, la intervención directa del 

gobierno provincial en la ejecución de políticas sociales -a través del Fondo de 

Reparación Histórica del Conurbano- limita el desarrollo autónomo de las ONGs. 

Muchas crecen amparadas por relaciones de clientelismo desarrolladas desde la 

gobernación o municipios oíicialistas. 

En la provincia de Córdoba, por el contrario, se observa una iniciativa exitosa 

de colaboración provincial entre diversos actores estatales y no-estatales con el 

funcionamiento de la Mesa de Concertación de Politicas Sociales desde 1992. La 

Mesa está integrada por el gobierno provincial, la municipalidad de Córdoba, 103 

r14. Ver M. Cavarozzi y V. Palermo (1995). Ver también R. Martínez Nogueira (1995). 
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organizaciones de base de barrios carenciados y villas de emergencia agrupados 

en la Unión de Organizaciones de Base por los Derechos Sociales y cuatro ONGs 

locales. En este caso. las ONGs han tenido una vinculación muy estrecha con las 

organizaciones de base actuando como organizaciones aliadas frente al gobierno 

provincial y municipal. 

Los proyectos impulsados por la Mesa reciben financiamiento de los gobier­

nos provincial y municipal. Las ONGs dan asistencia técnica para su formulación 

y ejecución. Entre ellos figuran programas de refacción y construcción de vivien­

das; programas de capacitación de dirigentes y asociados de cooperativas y 

mutuales: promoción y capacitación de jóvenes. etc. La iniciativa busca contri­

buir a la reforma y transformación del Estado, a través de la creación de un 

espacio de articulación de intereses con el objetivo final de atacar la pobreza y 
la exclusión social. 15 

En Misiones, se ha observado recientemente un claro ejemplo de espacio 

para la participación de la sociedad civil en la toma de decisiones. El gobierno 

provincial convocó a principios de 1996 a un plebiscito para aprobar la construc­

ción de la obra hidroeléctrica de Corpus en la frontera con Paraguay. Lo llamativo 

del hecho es que por primera vez, se consultó a la población sobre la construcción 

de una obra millonaria (costo estimado en 4.000 millones de dólares) que de 

llevarse a cabo involucra el traslado de poblaciones e importantes efectos 

medioambientales. Igualmente lIarnativo fue el resultaoo de la votación un rotundo 

no a la construcción de Corpus que ya habia sido acordada por los presidentes de 

Argentina y Paraguay. Hubo una importante campaña "anti-Corpus" antes del ple­

biscito, basada en el hecho de que de seguir adelante con el proyecto, desapare­

cería el 40% de la flora y fauna de la frondosa selva misionera. 

4.3 El relacionamiento entre las ONGs y los BMDs 

Al igual que lo que ocurre en el relacionarniento con el Estado, se distinguen 

dos posiciones entre las ONGs con respecto a los BMOs: las que miran a los BMOs 

con desconfianza y aquéllas que aceptan cooperar con el fin de introducir cam­

bios en la modalidad de operar de los BMOs. Estas últimas reconocen una cierta 

r15. Ver C. Buthet el al (1995). 
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apertura de los BMOs hacia ellas; algunas de este grupo cuestionan que la misma 

no se haya traducido en acceso directo a fondos de los BMOs.'6 Un número de 

ONGs consultadas consideran que, ya que no hay fondos directos de los BMOs 

para ellas, el espacio participativo abierto sirve, fundamentalmente, para influir 

indirectamente sobre el gobierno e inducirlo a una mayor participación de la so­

ciedad civil en la política social. En otras palabras, el espacio generado hasta el 

momento por los BMOs es visto fundamentalmente corno una oportunidad para la 

información y consulta. 

Las ONGs, enarbolando una definición más extensa del concepto de transpa­

rencia, que la aplicada por los BMOs acotada al acceso a la información, sostie­

nen que hay poca transparencia en el manejo de los fondos de la cooperación 

internacional. Además, dicen desconocer los criterios que se aplican para selec­

cionar aquellas ONGs que serán beneficiarias de los fondos. Argumentan que una 

manera de evitar que la distribución de los fondos de los préstamos sufra de las 

fallas e ineficiencias del manejo estatal sería que ellas mismas los administraran. 

Otras ONGs no se oponen a que sea el gobierno el administrador de los fondos de 

la cooperación internacional, aunque destacan la necesidad de corregir irregula­

ridades por parte de los funcionarios públicos en el manejo del financiamiento. 

Más allá de estar interesadas en el mecanismo de acceso a los fondos, las 

ONGs disienten con el objetivo último dado a la participación de la sociedad civil 

desde los BMOs. Sostienen que los BMOs pretenden que las ONGs sean apenas 

ejecutoras más eficaces de proyectos, mientras que ellas pretenden influir en la 

decisiones y planificación de la potítica." Una activa representante de las ONGs, 

señala que entre los obstáculos para la profundización de procesos participativos 

se encuentran, por un lado, la resistencia o temor del gobierno o de los BMOs a 

perder control del proceso y, por el otro, el énfasis que los gobiernos o los BMOs 

ponen en los resultados antes que en los procesos. 

Las estructuras burocráticas tanto de los gobiernos como de las mismas agen­

cias internacionales de desarrollo, con sus mecanismos y procedimientos 

rígidos para el diseño e implementación de proyectos de gran escala, con 

tocetizecion más en los resultados que en los procesos y metodologías, difi­

116. Cabe recordar que los gobiernos son los accionistas de los BMDs y por lo tanto, están 

constituidos para proveer servicio y landas al sector público. 

17. Ver C. Bulhet y M. Baima de Borri (1993). 
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culta la aplicación de procedimientos ebiertos y flexibles, capaces de respon­

der a las prioridades que los grupos más necesitados realicen durante el 

desarrollo de procesos participativos. lB 

Entre las ONGs más activas en el seguimiento de las actividades y proyectos 

financiadospor los BMOs se encuentran las vinculadas a redes regionales o interna­

cionales como es el caso de la Asociación Latinoamericana de Organizaciones de 

Promoción (ALOP) que integra el Comité ONGs-BM, y de la Coalición de Ríos Vivos 

que monitorea Yaciretá y la Hidrovía Paraná-Paraquay'? Como ejecutoras de pro­

yectos sociales son activas CARITAS y la Cruz Roja. Las filiales de éstas reciben 

información sobre proyectos de los BMOs de sus pares del Norte. A diferencia de las 

ONGs de los países desarrollados, que poseen personal de tiempo completo para 

monitorear las actividades de los BMOs y realizar lobby a favor de una mayor partici­

pación y transparencia, las ONGs argentinas carecen de recursos para ello. 

Muchas ONGs señalaron que la distribución geográfica de los programas de 

los BMOs se decide Cl 1 frecuencia en forma muy vertical o arbitraria a partir de la 

presencia de funcionarios del Estado. Se tiende a favorecer los municipios o pro­

vincias gobernados por el partido oficial y relegar a distritos gobernados por la 

oposición. En dichas zonas, la ayuda financiera generalmente se otorga a entida­

des desvinculadas de la política, como la Iglesia, sociedades de fomento, etc. Para 

superar las asimetrías de información, frente a las ONGs que participan en redes 

frente a las que cuentan con favores políticos, las ONGs autónomas reclaman el 

establecimiento de puntos de convocatoria públicos para concentrar y difundir los 

programas o proyectos de los BMOs. 

Muchas ONGs sostienen que una relación directa entre ellas y los BMOs evi­

tarta el manejo politico del financiamiento. Según esta opinión, si los BMOs otorga­

ran financiamiento directamente a la sociedad civil, los recursos se potenciarlan. 

Por un lado, se sortearía la actual travesía administrativa que deben seguir los 

fondos al ingresar en la estructura estatal, después de ser aprobados por los BMOs 

en Washington. Por otro lado, en el caso de las ONGs de asistencia y las de base, 

su relación directa con la sociedad las posiciona mejor para una rápida identifica­

ción de las necesidades locales que la cooperación internacional intenta atender. 

18. ver M Baima de Borri (1996). p. 7. 

19. Un miembro de una ONG de la sección argentina de ALOP es el Representante Alterno de 

ALOP ante el Comité ONGs-BM. 1
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El manejo de los fondos de la cooperación internacional es un tema difícil en 

las distintas etapas: a partir de su ingreso al presupuesto de la dependencia 

estatal pertinente, y luego, a medida que son otorgados a los beneficiarios. En 

algunos proyectos financiados con préstamos del BM, que están actualmente en 

la primera etapa de aplicación, se están ensayando dentro del gobierno, diver­

sos mecanismos para evitar los ya usuales manejos burocráticos y poco transpa­

rentes de los fondos. Por ejemplo, se trata que la ejecución del proyecto esté en 

manos de varios actores quienes a través de su trabajo puedan ser testigos 

indirectos del curso de los fondos. Así se intenta evitar que sea una sola depen­

dencia, y en muchos casos hasta una sola persona la receptora del financia­

miento y la responsable del curso que se le dé 

En tanto que las ONGs reclaman mayor transparencia de las actividades del 

Estado y de los BMDs, los dos últimos también consideran necesario mejorar la 

transparencia por parte de las ONGs. Esta falla de transparencia obedece, en parte, 

a que las ONGs no están acostumbradas a cumplir con los requerimientos formales 

y burocráticos que se les exigen para funcionar o presentarsea concurso de proyec­

tos y de fondos Estos nuevos tipos de control son incluso vistoscomo obstáculos por 

parte de las ONGs. Algunas se quejan por sentirse controladas por los BMDs. 

La disponibilidad de fondos internacionales para las ONGs canalizados a 

través del Estado, abre, a su vez, otro abanico de cambios y dilemas. En los proyec­

tos tradicionales los bancos negocian con unas pocas agencias del gobierno, 

normalmente el Ministerio de Economia y el organismo especializado a cargo del 

diseño e implementación del proyecto dentro de su ámbito. Con la incorporación 

de la sociedad civil el número de interlocutores se ha multiplicado y fragmentado. 

Existe además un problema de falta de planificación conjunta, tanto geográfica 

como temáticamente. En general. las ONGs implementan proyectos en forma indi­

vidual y desconectada, y no como parte de una planificación estratégica conjunta 

para una región o localidad particular. Dadas las limitaciones financieras de las 

ONGs, existe un alto grado de competencia entre ellas para captar los limitados 

fondos de la cooperación internacional. Ello desalienta el desarrollo de un trabajo 

conjunto, y dificulta el acercamiento de los BMDs que, en aras del pluralismo 

deben acostumbrarse a recoger opiniones dispersas y conjugar intereses entre un 

mayor número de agentes. Esa carencia de complementariedad entre las ONGs, 

sumada a la amplitud del espectro de ONGs, hace que ambos BMDs prioricen el 

sistema de redes para vincularse con ellas. El problema es que las redes no incor­

poran a la totalidad de las ONGs, llevando a que cientos de organizaciones de 

base que operan en todo el país queden marginadas de estas operaciones. Por 

ello, la representatividad de las redes es cuestionable. 
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En apretada síntesis éstos son los parámetros dentro de los cuales debe desa­

rrollarse la actividad de los BMDs con respecto a sus nuevos mandatos de transpa­

rencia, fiscalización y participación, y muy en particular, este último. 

5. IMPLEMENTACiÓN DE LOS MANDATOS 

En esta sección se examinan los estilos y los primeros pasos de las metodolo­

glas que las representaciones nacionales de los BMDs han impulsado a partir de los 

nuevos mandatos de transparencia, fiscalización y participación. De todos ellos es 

el mandato de participación el que mayor potencial tiene de transformar el modus 

operandi de los organismos en sí, y de los organismos con el gobierno. A la vez es el 

que tiene mayor potencial de reverberaciones en la sociedad civil. En la hipótesis de 

mínima puede cambiar el diseño y el curso mismo de un proyecto. En la hipótesis de 

máxima, y llevado a un extremo, podría reemplazar a los tradicionales clientes de los 

BMDs, los gobiernos. por nuevos clientes, las ONGs y las organizaciones de base. 

La transparencia y la fiscalización son mecanismos puntuales de contralor: 

solamente modifican procedimientos corrientes o introducen nuevos. La transpa­

rencia no necesariamente cambia las modalidades de préstamo, sólo que las some­

te al escrutiño ex ante. Lo mismo se aplica a la fiscalización con la diferencia que 

ésta involucra un recurso ex post a un nuevo mecanismo de control para los damni­

ficados de última instancia. Los damnificados por la aplicación de las propias políti­

cas de los BMDs pueden recurrir a la constitución de un panel de inspección. 

5.1 La fiscalización y la transparencia 

Es aún demasiado prematuro verificar el funcionamiento del recurso de fisca­

lización ya que las ONGs no parecen estar en conocimiento cabal de la inaugura­

ción del panel de inspección." Las relativamente más informadas son las que 

participan en las redes de ONGs medioambientales conectadas con pares a nivel 

20. El panel de inspección es un mecanismo al cual tienen acceso presuntos damnificados 

de un proyecto para poder detener una política que es perjudicial. Los damnificados tienen 

que demostrar que el banco se aparta de una política preestablecida. Ver P. Nelson, op.cit.1
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internacional. Las representaciones de los BMDs tampoco han hecho una gran 

campaña de difusión para informar sobre la recepción de reclamos de particula­

res. Además, es de esperar que en tanto aumente genuinamente la participación 

de los beneficiarios en el curso de los proyectos, este recurso no sea necesitado 

más que en casos extremos, y más para los proyectos aprobados con anterioridad 

a los nuevos mandatos que a los posteriores. 

En cuanto a la transparencia, los pasos dados son más notables, si bien inci­

pientes y contradictorios. Debe notarse, en primer lugar, que los mandatos otorgados 

a los BMDs dan al término transparencia una connotación limitada que se vincula 

especialmente con el acceso a la información. Es claro que el acceso a la informa­

ción es el primer paso para dar a luz posibilidades de participación. Sin embargo, 

para las ONGs la transparencia se relaciona no sólo con el acceso a la información, 

sino también con los criterios de elegibilidad y el manejo de los fondos. 

Aun con esta connotación restringida del concepto de transparencia, los me­

canismos empleados para llevar adelante la política de acceso a la información 

son aún incipientes y varlan entre los BMDs en consonancia con sus culturas 

institucionales. El BM acosado por campañas internacionales debió optar por una 

estrategia de perfil alto y movilizador para compensar su "mala prensa". El BID, por 

el contrario, no necesitó hacer un cambio radical para cambiar su imagen pública 

y tuvo espacio para optar por una estrategia de bajo perfil. 

La representación argentina del BID se movió con agilidad pero dentro de una 

estrategia cautelosa y gradual. El concepto de transparencia parece adoptarse 

más bien con una connotación ligada a proyectos. Un funcionario del BID explicó 

que en proyectos sociales es dificil disociar el mandato de "transparencia" del de 

"participación", ya que en realidad, la participación favorece la transparencia. A la 

vez la "transparencia" permite una mayor "participación". 

La Representación local del BID no ha elaborado documentos para el público, 

si bien el acceso a la información es hoy más abierto que en el pasado. La Repre­

sentación está atravesando un período de transición hacia la incorporación plena 

de los nuevos mandatos y se están elaborando criterios para definir el carácter 

confidencial o público de la información. En ocasiones hay criterios superpuestos. 

Por ejemplo, si bien se informa que desde la Octava Reposición el Documento de 

País no es confidencial, el presente no será de libre disponibilidad hasta su apro­

bación por el Directorio. En otras ocasiones se observa que la clasificación de los 

documentos cae en una zona gris: si bien no tienen carácter confidencial tampoco 

están a disposición del público. 
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La Representación ha comenzado a distribuir información general del BID. La 

misma se facilita a través de Internet con el objetivo de llegar a un número más 

amplio de personas. Sin embargo. cabe notar que la difusión por este medio es 

limitada en Argentina. A diferencia de los países desarrollados, son pocas las 

ONGs que cuentan con ese recurso. Dado que es de carácter general, la informa­

ción provista no siempre es de utilidad a las ONGs locales. 

La Misión Residente del BM, en cambio, optó por difundir información tanto 

general como local mediante la publicación de un boletín trimestral. La publicación 

incluye diversas secciones. Una de ellas es una breve reseña sobre sus actividades 

con las ONGs. También se incluye información sobre nuevos préstamos aprobados; 

proyectos en ejecución; seminarios y conferencias, y misiones a las provincias. El 
Boletín circula entre el público interesado desde diciembre de 1995. Sin embargo, a 

pesar de los esfuerzos del BM por difundir la información, algunas ONGs advirtieron 

fallas en el sistema. Por ejemplo, CARITAS Argentina reconoció que acostumbra a 

recibir publicaciones del BM a través de CARITAS Internacional. 

5.2 Participación 

También en este tema hay diferentes expectativas en cada campo. Por un 

lado, los BMos suelen dar un abordaje instrumental al tema de la participación, 

percibiéndola como un medio para lograr mejores resultados en los proyectos. Por 

el contrario, la representante alterna de la Asociación Latinoamericana de Organi­

zaciones de Promoción (ALOP) ante el Comité ONGs-BM y dirigente del Servicio 

Habitacional y de Acción Social (SEHAS) de Córdoba vincula la participación al 

concepto de poder y de control: seguimiento y monitoreo para asegurar que las 

propuestas y sugerencias de los sectores más pobres sean tenidas en cuenta." A 

su vez, para el gobierno la participación no se vincula con rescindir el control sino 

con dar realce a sus propios objetivos políticos. 

Las representaciones de ambos BMos reconocen que existen dificultades en 

el intento por relacionarse con las ONGs por tratarse de un universo muy amplio, 

fragmentado, poco conocido, y con escasas habilidades de gestión administrati­

va. En la Argentina el desarrollo de las ONGs es significativamente menor que en 

otros países de la región. Ambos organismos reconocen el papel clave que juega 

r 21. Ver M. Baima de Borri, op. cit., p. 2. 
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la Secretaria de Desarrollo Social como facililadora e impulsora de nuevas moda­

lidades de relacionamiento, si bien muestran diferencias en la forma de llevar a la 

práctica sus objetivos participativos. 

El diferente estilo de los BMDs también se refleja en la implementación del 

mandato de participación. El BID no asignó más presupuesto a sus representacio­

nes para aumentar la participación de la sociedad civil, pese a que se habla consi­

derado inicialmente la posibilidad de crear una unidad de sociedad civil en la sede 

local, con fondos específicamente asignados para el tratamiento del tema. Esta 

iniciativa fue rechazada por los presidentes en la Cumbre de las Américas realizada 

en la ciudad de Miami en diciembre de 1994, argumentando que la participación y 

democratización era una tarea propia de la sociedad civil nacional y no de los 

organismos internacionales. Se creó dentro del BID en Washington, en cambio una 

Unidad de Reforma del Estado y Fortalecimiento de la Sociedad Civil que no tiene 

facultades operativas. Dado que su imagen está menos jaqueada que la del BM, el 

BID optó por una estrategia de bajo perfil, cautelosa y más gradualista. Se decidió 

incorporar la participación a través de cada proyecto, es decir, utilizando fondos 

específicos "por proyecto" para incorporar a las ONGs, en lugar de dar un alcance 

más global a su accionar participativo en Argentina. 

Ante la falta de lineas presupuestarias la Representación hizo uso de la estruc­

tura de cargos existente. Por ello, en lugar de contratar un profesional para las rela­

ciones con las ONGs, se extendieron las funciones de la responsable de prensa. La 

persona encargada de prensa y relaciones externas que antes se desempeñaba a 

medio tiempo, pasó a trabajar tiempo completo y sus responsabilidades incluyen 

ahora, por primera vez, la vinculación con las ONGs, además de su labor tradicional. 

A la vez la Representación en la Argentina intenta impulsar contactos directos pero 

cautelosos con las ONGs, sin intermediación directa del gobierno. Con ello se busca 

evitar la tradicional desconfianza de las ONGs respecto de los BMDs. 

Como paso siguiente en su estrategia, el BID contrató a un consultor para 

elaborar un mapeo de la sociedad civil en el país." El mapa de la sociedad civil 

identificó un conjunto de organizaciones sociales, sus funciones, y vinculaciones 

con el Estado y los lazos con fuentes de la cooperación internacional. El mencio­

nado informe incluyó una serie de recomendaciones para definir la vinculación 

del BID con las ONGs. Entre esas recomendaciones figuran el establecimiento de 

r22. Ver E. Luna (1995). 
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un sistema de información permanente sobre las ONGs; el fortalecimiento de la 

sociedad civil a través de programas de desarrollo institucional; y programas de 

movilización de recursos para el desarrollo social. 

En 1995 se conformó un grupo asesor de la Representación argentina sobre el 

tema de la sociedad civil, integrado por representantes de ONGs, a titulo personal, 

y ad honorem. El grupo asesor tiene por finalidad informar periódicamente a los 

representantes del banco en Argentina sobre el estado del tema sociedad civil en 

las operaciones de la institución. Paradójicamente, a pesar de que la conforma­

ción del grupo asesor se señaló como ejemplo de una apertura del BID hacia las 

ONGs, hasta el momento, las actividades del grupo no se hicieron públicas. La 

reticencia de la Representación a informar sobre quiénes integran el grupo, y 
sobre las actividades que realiza, indica el tipo de expectativas generadas, que en 

la práctica dejan a muchos insatisfechos. 

En el BM, la intención de adoptar un perfil alto para entablar un contacto 

estrecho con las ONGs se tradujo en la creación de un puesto específicamente 

dedicado a este tema, con la intención de contribuir a un "cambio cultural". Al 

igual que en otros países de la región,23 se seleccionó para ocupar el cargo a 

una persona con extensa experiencia previa en el sector público, y en el trabajo 

con la sociedad civil. Por su parte, para su relacionamiento con la sociedad civil 

el BM utilizó en primer lugar la base de datos sobre ONGs, que tenía el mismo 

gobierno confeccionada por el Centro Nacional de Organizaciones Comunita­

rias (CENOC), que depende de la Secretaría de Desarrollo Social. Algunos ex­

pertos consultados criticaron dicha práctica aludiendo al limitado número de 

ONGs que figuran en esa base de datos. No obstante ser quizás la más extensa 

que existe en el país, como su registro es voluntario, muchas organizaciones 

quedan fuera, convirtiendo al archivo en una representación pequeña del univer­

so total de organizaciones que funcionan en el país." Así como el BID encargó 

un mapeo de la sociedad civil, el BM contrató, como en otros países, un estudío 

de perfiles de ONGs en Arqentrna." 

23. Bolivia, Brasil, Colombia. Costa Rica. Ecuador, Jamaica. México. Perú y Venezuela. 

24. Se calcula que aproximadamente existen ~o.o. 00 organizaciones de la sociedad civil y 

que la base de datos del CENOC incluye alrededor de 10.000. 

25. Ver D. Filmus: D. Arroyo y M. Estebanes. op. cu. 1
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El BM impulsa un cambio de paradigma a través de una campaña de con­

cientización generalizada para vincularse con la sociedad civil además de la 

metodología puntual, por proyecto del BID. Desde la incorporación de los man­

datos, la Misión Residente organiza encuentros periódicos sobre modalidades 

de articulación entre entidades de la sociedad civil. el gobierno y el BM. Hasta el 

momento, se realizaron dos en las provincias de Córdoba y Tucurnán, y una 

tercera en la región Patagónica. También se realizaron encuentros con ONGs 

para tratar temas específicos regionales. Por ejemplo, hubo una reunión en fe­

brero de 1995 entre representantes del banco y el Consejo de Caciques de las 

comunidades aborígenes del noreste de la provincia de Salta. Además, el banco 

tomó contacto con 50 organizaciones no gubernamentales especializadas en 

temas como SIDA, mujer y desarrollo, medio ambiente. entre otros. Hasta el mo­

mento en estas reuniones se ha priorizado la discusión de cómo participar, de­

jando la puesta en práctica para una segunda etapa. En ocasión de su visita para 

la Asamblea del BID en la Argentina, el Vicepresidente para América Latina del 

Banco Mundial, Javid Burki, celebró un encuentro con ONGs en Buenos Aires. 

La reunión tenía la intención de señalar la importancia dada a la nueva metodo­

logía. Sin embargo, las ONGs señalaron que reuniones como ésta, de alto perfil 

pero también gran nivel de generalidad. no son demasiado electivas. Surgen de 

ellas ya sea ideas demasiado generales o sugerencias y recomendaciones de 

mejoras a los proyectos que luego no tienen seguimiento. 

Finalmente, como otro ejemplo del accionar del BM hacia la sociedad civil, se 

destacan los esfuerzos de fortalecimiento institucional de las ONGs a través del 

Programa de Fortalecimiento Institucional y Capacitación de Organizaciones No 

Gubernamentales (FICONG), en América Latina. El FICONG está ejecutado por el 

Instituto Internacional de Medio Ambiente y Desarrollo y su financiación principal 

no proviene del BM sino de los gobiernos de Holanda, Suecia y Japón y de Vesper 

Society. La vinculación con dicho programa se da a través de un brazo secundario 

dentro de la estructura operativa del BM, el Instituto de Desarrollo Económico, su 

órgano de capacitación. 

A partir de entrevistas realizadas con ONGs se advirtieron una serie de dificul­

tades puntuales para la implementación exitosa de los mandatos de ambos BMDs 

más allá de las dificultades genéricas analizadas en la sección anterior. Muchas 

ONGs consultadas tienen la impresión correcta que los BMDs atraviesan por un 

periodo de transición en este tema: hay conciencia entre los funcionarios que es 

necesario un cambio, pero aún no están internalizadas plenamente las nuevas 

formas de operar. Predomina la idea de hacer algo porque hay que hacer algo, en 

lugar de pensar cuál es su finalidad última. Otras ONGs subrayan la necesidad de 
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un cambio previo en las prácticas gubernamentales con respecto a la aceptación 

de los principios de transparencia, participación y fiscalización hasta ahora bas­

tante ausentes en las políticas públicas. Ello implicaría un cambio en la cultura 

polltica. Muchas centran sus expectativas en que los BMDs sean agentes de cam­

bio, olvidándose de que implica endeudamiento. Por último, en el interior, el desco­

nocimiento de los gobiernos provinciales sobre la existencia de dichos mandatos 

multiplica los obstáculos. 

6. ANÁLISIS DE PROYECTOS 

A continuación se realiza un breve análisis de cuatro de los proyectos aproba­

dos por los BMDs con posterioridad a la incorporación de los nuevos mandatos 

(ver cuadro 1). Se han dejado de lado los préstamos de reforma del Estado, selec­

cionando proyectos que poseen casi a priori un mayor componente participativo 

favorecido por su contenido social o de medio ambiente. Es de notar que la partici­

pación tiene en cada tipo de proyecto fines diferentes. En los proyectos sociales 

hay distribución de fondos y se convoca a la participación de los beneficiarios. Por 

lo tanto, hay más espacio para que los actores involucrados encuentren un espa­

cio de mutua conveniencia. En el proyecto de Hidrovta. dado sus potenciales 

implicaciones medioambientales, la participación tiene más bien un sesgo pre­

ventivo. Se convoca a potenciales damnificados. Mientras que en los sociales, hay 

más posibilidad de cooptación o favoritismo, en los medioambientales se trata de 

reducir riesgos e ir diseñando el proyecto anticipando problemas posibles e incor­

porando puntos de vista de los potenciales damnificados con anterioridad a su 

ejecución. 

El Fondo Participativo (FOPAR) y el programa de menores en condiciones difíci­

les constituyen un buen ejemplo práctico de cómo hasta ahora cada BMD se inició 

en el camino de poner en práctica los objetivos participativos en forma afln a su 

cultura institucional y la estructura de sus representaciones locales. Mientras que el 

BM pone énfasis en que la propuesta institucional sea participativa, el BID hace 

hincapié en los criterios de implementación. El monitoreo que realiza el BM en el 

FOPAR, es a través de misiones llegadas de Washington para elaborar informes 

sobre el curso del programa. A diferencia de ello, el programa de menores del BID 

posee staft local abocado al proyecto. Estas diferencias iniciales, sin embargo, van 

diluyéndose y se vislumbra cierta convergencia a medida que cada BMD avanza, e 

incorpora lecciones tanto propias como ajenas. En el programa de alivio a la pobre­
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za rural el BM ha incorporado a la participación no sólo en la ejecución sino también 

en la concepción y diseño. Este proyecto es uno de los proyectos monitoreado por el 

Presidente Wolfensohn en la región como proyecto piloto a partir del cual se deriva­

rán lecciones a futuro para diseñar e implementar la participación. Tanto este pro­

grama como el proyecto Hidrovía están en gestación. Se han seleccionado precisa­

mente de forma de ver cuál es la problemática desde el estadio de gestación. 

6.1 Menores en Circunstancias Difíciles del BID 

El programa fue aprobado por el BID en marzo de 1995 que aporta aproxima­

damente 20 millones de dólares en calidad de fondos no reembolsables del Fondo 

de Operaciones Especiales." Este programa se inserta en la estrategia del banco 

para el perlado 1995-1997 en Argentina, que define como prioridad la provisión de 

servicios sociales y de apoyo para los sectores de población más vulnerables. Los 

beneficiarios son menores de hasta 18 años que viven en circunstancias especial­

mente difíciles en diez ciudades de nueve provincias de Argentina. Además de 

mejorar las condiciones de vida de alrededor de 50.000 menores, se procura 

"consolidar las entidades participantes a través de actividades de fortalecimiento 

institucional"27 para contribuir a la sustentabilidad del programa. 

Las ONGs de las diez ciudades participantes fueron convocadas a través de 

publicaciones locales para que presentaran proyectos específicos para mejorar 

los servicios que vienen ofreciendo a la población objetivo. Las ONGs selecciona­

das en la primera convocatoria fueron invitadas a participar de talleres de trabajo 

con equipos integrados por la Secretaria de Desarrollo Social, UNICEF y el BID. A 

partir de estos talleres fueron identificados 59 propuestas. La participación de las 

instituciones de la sociedad civil abarca diferentes etapas: el diseño, la ejecución 

y la evaluación de los 59 proyectos seleccionados en el marco del programa. 

Inicialmente se había previsto la contratación directa de UNICEF como ejecu­

tor técnico y administrativo del programa. Sin embargo, hubo diferencias entre el 

banco, la Secretaría de Desarrollo Social y UNICEF sobre la inclusión de esa 

organización desde el punto de vista de la estructura financiera del proyecto. Al 

r 26. El monto total del programa asciende a 27 millones de dólares. 

27. BID (1995 b). 
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igual que con las ONGs, se requiere como una de las condiciones previas al 

desembolso de los fondos la apertura de una cuenta bancaria exclusiva para el 

programa por parte de UNICEF y de cuentas bancarias específicas para cada 

proyecto por parte de las entidades ejecutoras. Sin embargo, UNICEF no aceptó 
abrir una cuenta exclusiva del proyecto, y solicitó que los fondos fueran girados a 

la cuenta general de UNICEF El BID y la Secretaría de Desarrollo no estuvieron de 

acuerdo con ello por considerar que dificultaría la posibilidad de auditar dichos 

fondos por parte de la Auditarla General de la Nación. Por último, las diferencias 

sobre el manejo de los fondos llevaron a que UNICEF se retirara del proyecto. El 

convenio entre el BID y la Secretaría de Desarrollo Social tuvo que rehacerse 

excluyendo la participación de UNICEF Pero no se cambiaron los lineamientos 

principales del programa para que sus promotores no se desacreditaran frente a 
las ONGs que ya hablan sido convocadas a participar. 

La representación local del BID designó a un profesional a cargo con una 

marcada predisposición hacia la adopción de políticas participativas en los temas 

sociales. Su ingreso en la representación argentina coincidió con la aprobación 
de los nuevos mandatos. Asimismo, para favorecer un alto grado de participación 

la representación adoptó un proceso expeditivo de torna de decisiones obviando 

muchos trámites burocráticos característicos de tradicionales megaproyectos de 

infraestructura, o de ajuste estructural cuyo desarrollo está más centralizado en 

Washington. Sin embargo, un proyecto de esta naturaleza exige una multiplicación 

de labores por parte de los funcionarios de la representación local, quienes deben 
monitorear cientos de pequeños proyectos. Paradójicamente, la mayor demanda 

de trabajo que provoca esta descentralización no se traduce en un incremento del 
flujo de recursos financieros de Washington a la oficina de Buenos Aires. 

El BID considera esta donación con carácter piloto por incluir un alto grado de 

participación de la sociedad 'civil desde el diseño hasta la ejecución y la evalua­

ción. El programa podría también considerarse piloto por cuanto prevé el manejo 

de los fondos directamente por parte de las propias entidades ejecutoras. En ese 

sentido, para asegurar un control equitativo de los fondos, los coordinadores prevén 

su desembolso contra ejecución de obra. Algunos funcionarios y representantes 

de ONGs consultadas consideran que la entrega directa de los fondos a los bene­

ficiarios contribuye a la transparencia del manejo de los mismos, ya que se evita 
que ingresen a las cuentas de las reparticiones del Estado, y es la misma gente la 

que los administra. Sin embargo, uno de las principales inconvenientes identifica­

dos para la participación de las ONGs fue su dificultad para cumplir con los requi­

sitos administrativos del programa, por ejemplo, la necesidad de poseer personerfa 

jurídica as! como también una cuenta exclusiva para recibir los fondos. 
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6.2 Fondo Porticipotivo de Inversión Social (FOPAR) del BM 

El FOPAR comparte fines similares a los del programa del BID anteriormente 

analizado en cuanto a la búsqueda de la erradicación de la pobreza, aunque 

apuntando a diferentes grupos objetivos. Mientras que el programa del BID está 

dirigido a los niños, el FOPAR tiene un objetivo m3S diversificado ya que incluye a 

otros grupos vulnerables, como las mujeres. El FOPAR se inició en diciembre de 

1995 y forma parte del Programa Participativo de Desarrollo Social de la Secretaria 

de Desarrollo Social. Posee financiamiento del BM por 21,5 millones de dólares 

para apoyar iniciativas locales en los departamentos más pobres del país, promo­

viendo la participación y el compromiso comunitario. Ha comenzado a operar a 

través de una primera etapa piloto de dos años de duración, concentrándose en 

los municipios con niveles más críticos de pobreza (más del 40% de necesidades 

básicas insatisfechas) 2B Y en los barrios carenciados de las capitales de las 10 

provincias del Norte. El FOPAR no ejecuta directamente los proyectos sino que es 

un instrumento de financiamiento para que a través de las ONGs ejecuten los 

proyectos seleccionados. 

La organización del FOPAR articula los ámbitos nacional, provincial, local y de 

proyecto. En el nivel nacional existe una Oficina Central del Fondo asistida por un 

Consejo Consultivo y asesores. El Consejo Consultivo coopera en la definición de 

las orientaciones estratégicas y está compuesto por representantes de organis­

mos públicos, de ONGs y personalidades con experiencia en programas de desa­

rrollo social. En el nivel provincial hay dos instancias la Unidad Provincial del 

Fondo y el Consejo Provincial Participativo (CPP). El CPP participó en el proceso de 

priorización de localidades, barrios y grupos considerados en situación de riesgo. 

En el nivel municipal existe una Comisión Local de Desarrollo Social (CLDS) for­

mado por actores locales. La CLOS está integrada por representantes municipa­

les. miembros de entidades vecinales, representantes de escuelas y centros de 

salud, iglesias, ONGs y toda otra organización que se considera representativa de 

la comunidad. 

Asimismo, se busca generar ámbitos locales de participación. El nivel de pro­

yecto incluye un núcleo de beneficiarios. Cada núcleo está formado por represen­

tantes de los beneficiarios directos, estimulando a los distintos grupos a organizar­

28. Se utilizó el indicador NBI como instrumento de localización y de asignación de recursos 

del Fondo durante la etapa piloto. En consecuencia, In etapa piloto del Fondo abarca 

1.400.000 habitantes NBI y se espera financiar alrededor de 900 proyectos. 1
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se para protagonizar una ejecución partícípativa. Con ese objetivo en mente, se 

busca ejecutar los proyectos sociales a través de los propios interesados. 

Para evitar conflictos de interés los promotores del FOPAR en las distintas 

provincias deben firmar una declaración jurada garantizando que no pertenecen a 

instituciones o agrupaciones que puedan recibir financiamiento del FOPAR, direc­

to o indirecto. Sin embargo, esta intención loable es difícil de llevar a la práctica. La 

división de roles aparece como uno de los principales escollos que enfrentan los 

coordinadores del Fondo. Por lo general, en las provincias no existe una línea 

divisoria bien marcada entre representantes de las ONGs y funcionarios del go­

bierno local. En muchos casos, se verificó que quien está al frente de una ONG 

también ocupa un cargo público. Esto genera conflictos de interés, sobre todo en 

la primera etapa, de difusión y promoción del Fondo donde los promotores provin­

ciales podrían llegar a desempeñarse como juez y parte. 

Se procura aplicar en la etapa de evaluación ele los proyectos presentados 

al Fondo un mecanismo similar de división de responsabilidades. Hasta el mo­

mento, el proceso de evaluación es centralizado pero se intenta descentralizarlo 
para incrementar la participación. Para ello, se está confeccionando un registro 

de evaluadores en las provincias, quienes deberán también firmar una declara­

ción jurada. La incorporación del proceso participativo en la fase de evaluación 

se enfrenta a un nuevo obstáculo. Con la idea de evitar los conflictos de interés 
antes mencionados, el Fondo ha decidido contratar evaluadores provenientes 

de provincias vecinas. Pero este mecanismo generó rechazos de los lugareños 

contra los evaluadores provenientes de otras provincias por no ser considerados 

parte activa de la problemática del lugar donde se está ejecutando dicho proyec­

to del Fondo. 

Otros problemas generados a partir de la incorporación de una mayor partici­

pación en el Fondo surgen por la propia dinámica del programa. Se requiere que 

los núcleos de beneficiarios abran cuentas bancarias propias a nombre de tres 

personas en las que se depositan los fondos del programa para que los beneficia­

rios se hagan responsables del manejo del dinero. Los coordinadores del Fondo 

coinciden en que las ONGs con las que trabajan por lo general no cuentan con los 

conocimientos administrativos necesarios para el manejo de dichos fondos. 

Por su alto contenido participativo, el FOPAR requiere de un proceso des­
centralizado y de alto grado de participación a nivel local en cada provincia. El 

FOPAR es un préstamo reembolsable otorgado al gobierno, aunque los recur­

sos para el financiamiento de los proyectos provinciales son subsidios no re­
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ernbolsables.e Todos los actores son conscientes de que un programa de este 
tipo corre el riesgo de ser politizado y ser presa de favoritismo escapando a los 

objetivos sociales iniciales. 

6.3 Hidrovía Paranó-Paraguay del BID 

El proyecto consiste en hacer navegables los ríos Paraná y Paraguay en forma 

permanente, con el propósito de incrementar el transporte fluvial entre los cinco 

países que conforman la Cuenca del Plata: Argentina, Bolivia, Brasil, Paraguay y 

Uruguay. El proyecto consta de dos módulos: el A y el B. El módulo B es el más 

polémico porque incluye al Pantanal, en el Mato Grosso brasileño, considerado 

una de las reservas naturales más importantes del mundo por su complejidad 

hidrológica y biológica. Incluye dragado, cambio de los cursos, corrección yesta­

bilización de los canales de navegación, y regulación de los cursos de agua.JO 

El debate sobre la necesidad de construir la Hidrovía para mejorar eltranspor­

te en la zona viene planteado desde la década de 1980, pero tomó un mayor 
impulso a partir de la conformación del MERCOSUR. La Hidrovía se asemeja en 

magnitud y complejidad a los proyectos que históricamente han financiado los 

BMDs, como Yaciretá, pero se está encarando con una filosoffa diferente. La trans­
parencia y la participación se incorporan desde la génesis del proyecto. Prueba de 

ello son las modíficaciones que se introdujeron a los términos de referencia del 

proyecto a partir de propuestas en ese sentido de ONGs activas en el área desde 
muy temprano, particularmente tres redes de ONGs: Coalición Ríos Vivos, 

Humedales para las Américas y Fondo Mundial para la Naturaleza. Dichas organi­

zaciones por un lado, elaboraron informes críticos donde advertian sobre los ries­

gos de extinción del Pantanal situado en el Mato Grosso brasileño; y por otro lado, 
propusieron formas de promover una mayor participación." Los informes llevaron 

a modificar los pliegos originales para el estudio de factibilidad de la Hidrovía por 

no contener éstos los riesgos señalados por las ONGs en sus informes y a descar­
tar la primera evaluación realizada en 1990 por la consultora Internave. Las ONGs 

29. Ver Secretaria de Desarrollo Social, sil. 

30. Ver Secretaría Ejeculiva dé! CIH (199G). 

31. Ver Enrique Bucher el. al. (1993); Owen Lammers el. al. (1994); y World Wildlife Fund, 

Instituto Centro de Vida y Funcacáo Centro de Brasileuo dé: Referéncia e Apoio Cultural (1994). 1
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señalaron errores de cálculo elementales en dicha evaluación, así como también 

una sobreestimación de la tasa de retorno del proyecto, y una relativización de los 

costos ambientales del mismo." 

A diferencia de los proyectos analizados anteriormente, la Hidrovía es un pro­

yecto regional con alto perfil político internacional por su gigantesco impacto am­

biental y por la necesidad de realizar reasentamientos de comunidades ribereñas. 

En este tipo de proyecto, el componente participativo no corre el mismo riesgo de 

clientelismo de los proyectos sociales y tiene una función diferente. La construc­

ción de la Hidrovía no trae consigo distribución de fondos a las üNGs locales, pero 

las redes internacionales tienen en un proyecto de esta naturaleza más capacidad 

de involucrarse en su curso. Por lo tanto la participación tiene un objetivo preven­

tivo. Sin ella la Hidrovía no es hoy políticamente aceptable. 

La apertura de la Hidrovia no se ha iniciado aún sino que recién se están llevan­

do a cabo los estudios de factibilidad. La Comisión Intergubernamental de la Hidrovía 

(CIH), brazo político del proyecto, integrado por representantes de los cinco paises, 

firmó un convenio con las Naciones Unidas (PNUD) y el BID para los estudios de 

Iactibüidad.> Los estudíos de factibilidad cuentan con un proyecto complementario 

sobre consulta y participación pública con el objetivo de promover: "i) la participa­

ción activa de comunidades afectadas por la Hidrovia en el proceso de planeamien­

to y toma de decisiones; ii) una mejor comprensión de los aspectos técnicos del 

proyecto; iii) la cooperación entre la sociedad civil y el CIH; iv) mecanismos institu­

cionales de consulta y participación pública en el proyecto"." 

La decisión de iniciar un proceso de participación pública se anunció en 

agosto de 1995 luego de una reunión celebrada en Buenos Aires entre el CIH y 

32. Enrique Bucher, op. cil., p. 3. 

33. El BID destinará 7,5 millones de dólares: el CIH junio con los gobiernos. 1.35 millón de 

dólares; el PNUD, 485 mil dólares; y Fonplata. 1.650 millón de dólares. Ver BID (1991). 

34. Ver BID (1995 a). En el cronograma inicial previsto en el estudio de factibilidad no se 

preveían instancias de participación. Pera dado su alto perfil político se decidió incluir un 

componente participativo como ejercicio preventivo. La principal fuente de presión a favor de 

participar provino de Brasil, ya que el pantanal es una prioridad de conservación en la 

Constitución brasileña. Los cinco países se comprometieron. mediante el acuerdo de Taranco, 

a no iniciar la obra sin el acuerdo previo de los cinco gobiernos y agencias de medio 

ambiente. Posteriormente, Paraguay amenazó con iniciar las obras. pero esta situación quedó 

superada con un acuerdo entre el Presidente Menem y el Presidente Wasmosy. 



LOS NUEVOS MANDATOS DE LOS BANCOS MULTILATERALES 

representantes de tres redes de ONGs. Una consultora noruega fue contratada 

para asesorar a la Secretaría Ejecutiva de la CIH especificamente sobre metodolo­
gías y procedimientos de información y participación." El gobierno de ese país ha 

aportado 145.000 dólares para asistir a la CIH a implementar un proceso de difu­

sión de ínformación y de participación pública (con las comunidades afectadas, 

gobiernos municipales y ONGs de la región) durante la ejecución de los estudios 

de factibilidad técnica e impacto ambiental. De esta manera se procura promover 

la participación de diversos sectores sociales en las etapas de planificación y 

toma de decisiones vinculadas a la Hidrovia, mediante la realización de reuniones 

públicas y debates abiertos sobre las implicancias sociales y ambientales. Para 

reducir el enfrentamiento con las ONGs se acordaron tres instancias de control: la 

primera, cuando la consultora realiza el diagnóstico; la SEgunda, cuando se entre­

ga el estudio, y la tercera, cuando se concluye el informe final con las medidas 

mitigadoras. Además la CIH confecciona un homepage en INTERNET para pro­

veer información a las ONGs, principalmente internacionales, que suelen utilizar el 

correo electrónico para difundir sus puntos de vista sobre la Hidrovía. 

La Coalición Ríos Vivos -integrada por 300 miembros de Argentina, Bolivia, 

Brasil, Paraguay, Uruguay, Estados Unidos y Europa- es la red de ONGs que ha 

adoptado un mayor grado de oposición a la iniciativa de la Hidrovía.36 A diferencia 

de las otras dos redes de ONGs, que tienen un perfil claramente ambiental y cien­

tífico-académico y su preocupación se centra principalmente en la defensa del 

Pantanal, la Coalición Ríos Vivos también posee intereses sociales y pollticos 

dada su conformación por ONGs locales e indígenas. Este hecho ha llevado a sus 

miembros a discutir sobre el modelo de desarrollo de la región, subrayando el 

problema social y de marginación de los grupos indígenas. Representantes de 

comunidades indígenas se manifestaron contra el proyecto en una reunión cele­

brada en octubre de 1995. Mediante una declaración conjunta, alertaron sobre el 

35. El trabajo de asesoría es realizado por 2 expe.tos de NORPLAN (un antropólogo noruego 

que se ha desempeñado en la olicina de Asuntos Indígenas de la OIT y un ingeniero y 

economista en medio ambiente latinoamericano) que son apoyados por dos expertos de 

Holíslica (empresa brasileña especializada en participación pública en proyectos de medio 

ambiente) para orientar a la Secretaria Ejecutiva sobre cómo encarar las relaciones con las 

ONGs y qué información es la más adecuada. 

36. Ríos Vivos publica los inlormes Hidrovia Campaign y un boletín trimestral Rios Vivos 

además de utilizar el correo electrónico para difundir sus actividades y posición sobre el tema 

asl como información general sobre la Hidrovia. 
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impacto en la vida económica tradicional de los pueblos indígenas y reclamaron 

una mayor participación en los planes que afecten el uso de sus territorios." 

El proyecto de Hidrovia promete seguir siendo un tema controvertido dado su 

alto perfil local e internacional y el descontento generado por el mismo proceso de 

participación. La convocatoria a la participación está abierta, pero no está claro 

cómo se procederá si persiste la oposición de las ONGs. Es decir, no está claro si 

la consulta es un ejercicio vinculante o un proceso para generar consenso y 

acomodar intereses. Dado que las ONGs más activas en este tema son las mismas 

que presentaron un recurso ante el mecanismo de inspección de ambos BMDs por 

la inundación y el reasentamiento de la ciudad de Encarnación para la represa de 

Yaciretá." es probable que el avance del proyecto de la Hidrovía sea influido por el 

curso que reciba el panel de inspección requerido en cada uno de los BMDs. 

6.4 Programa de Alivio a la Pobreza e Iniciativas de Desarrollo Rural 
(PROINDERj del BM 

Se trata de uno de los proyectos piloto del BM, aún en estado de gestación, 

elegido por su Presidente para el monitoreo trimestral de sus objetivos participativos. 

Su interés radica en el alto perfil del proyecto en el BM y en que la participación se 

incluye desde el inicio. Las negociaciones entre el gobierno y el BM sobre el 

alcance que tendrá el proyecto están aún en curso, por lo que los detalles sobre el 

contenido del mismo varían continuamente 

El proyecto está destinado a la mejora de las condiciones de vida de la pobla­

ción rural pobre en el marco de un elevado índice de participación de dicha pobla­

ción. El proyecto se elaborará alrededor de la idea de que la población en cuestión 

participará en forma organizada en la toma de decisiones que la afecten y en 

condiciones de sustentabilidad de los recursos naturales." Se buscará la partici­

pación de los grupos más vulnerables. tales como la mujer, los aborígenes y los 

37. Ver Ríos Vivos, "Letter 01 Indigenous Peoples 01 the Pantanal: Conclusions 01 the First 

Meeting 01 Indigenous Peoples 01 the Paraguay Basin": "Lelter Irom Guarani Indigenous 

Pecples", etc., en Hidrovia Campaign: Dossier 3. abril 1996. 

38. Ver Fernando Masi, estudio de caso de Paraguay de este proyecto.
 

39 Secretaría de Agricultura, Pesca y Alimentación (1996).
 

r".., 
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jóvenes que pertenezcan a grupos familiares con características de elegibilidad. 

Se prevé llegar a unas 30.000 familias rurales pobres de todo el país, de las que 

hasta un 20% serían trabajadores agropecuarios y el resto, pequeños productores. 

El programa, de aplicación nacional, se compondrá de un fondo de apoyo a las 
iniciativas para financiar proyectos menores; de servicios de apoyo a los benefi­

ciarios, tales como asistencia en la formulación de proyectos, asistencia técnica 

para la ejecución, etc.; por último, se incluye el fortalecimiento institucional que 
comprende la capacitación del personal de las instituciones de apoyo y de los 
técnicos del programa, entre otras metas.'? 

Durante 1995, se realizó una primera etapa consistente en talleres de diag­
nóstico y participación (alrededor de 20) en distintas regiones del país. con el 
propósito de elaborar el PROINDERa partir de la definicíón de necesidades por los 

propios beneficiarios. Se convocó a posibles beneficiarios, intentando que los 
propios participantes detectaran a los más pobres, ya posibles auspiciantes. Los 

mencionados talleres consideraron la problemática de los pequeños productores 
minifundistas, la situación aborigen, categorías de mujeres rurales, la problemáti­

ca de los grupos de asalariados rurales, la situación de los jóvenes rurales, y la 
caracterización de entidades auspiciantes. 

Dado que la participación es un factor determinante, la dinámica de los talle­

res incluye una constante revisión de los resultados de los mismos para adaptar 

éstos a necesidades especificas de los potenciales beneficiarios. El proceso es 
tanto lento como muy complejo. Se detectaron expectativas insatisfechas por parte 

de los potenciales beneficiarios del programa, en relación con el procedimiento 

de talleres aplicado. Además, surgieron muchas expectativas entre la población, 
derivadas de la propia dinámica participativa del programa y del hecho de que se 

lo haya elegido como proyecto piloto. Sin embargo, el largo tiempo transcurrido 

entre la realización de los talleres, la preparación del proyecto y la posible imple­

mentación del mismo provocaron un cuestionamiento entre potenciales beneficia­

rios y ONGs participantes acerca de la eficacia del proceso de consultas" 

A pesar de las fallas antes mencionadas, se podría decir que el PROINDER 

sería de más fácil aplicación que otros proyectos similares en Argentina debido a 

que constituye en cierta manera, una continuación del Programa Social Agrope­

r40.ldem.


I 41. Ver E. Gacitúa Marió (1996) Y K. Johns (1996).
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cuario. Para la realización de los talleres se utilizó la estructura de éste en términos 

de conocimientos, contactos, experiencia, lugares apropiados para reuniones, y 

convocatoria de los participantes para asegurar representatividad. La Secretaría de 

Agricultura tomó la decisión de extender el PROINDER, alternativa desechada ini­

cialmente por el BM por considerar muy costosa la implementación del programa en 

algunas zonas del país, por ejemplo, en la Patagonia donde debido a las extensas 

distancias, los posibles beneficiarios están muy diseminados por la región. 

El PROINDER también prevé la implementación de los llamados proyectos de 

áreas de desarrollo que constituyen emprendimientos mayores, destinados a be­

neficiar a un mínimo de 50 pequeños productores de determinadas áreas. Estos 

proyectos NO incluyen elementos participativos ya que vienen diseñados desde el 

BM y la FAO. Fuentes consultadas que participan del PROINDER señalaron que los 

mencionados organismos internacionales solicitaron la inclusión de estos últimos 

proyectos para hacer más "visible" el programa, a pesar de que se alejan del fuerte 

contenido participativo que muestran los demás. Las mencionadas fuentes expli­

caron que justamente hechos como éste "atentan contra la participación" y mues­

tran interferencias de tipo político. 

También hay criticas sobre la forma en que se está desarrollando la concep­

ción del programa desde su sede en Washington. Generalmente, las delegaciones 

no están compuestas por los mismos expertos, lo que resulta en inconsistencias y 

contradicciones acerca de cómo deben implementarse o diseñarse aspectos del 

programa. 

Una vez finalizada la primera etapa de diagnóstico participativo. la segunda 

etapa, de formulación, cuenta con menos participación. Consiste en la realización 

de un mecanismo de consulta a partir de un cuestionario que se enviará a las 

Unidades Técnicas de Coordinación Provincial, surgidas del Programa Social 

Agropecuario. Dichas unidades estarán integradas por dos representantes de los 

pequeños productores y uno de las entidades de apoyo. cada uno de ellos elegi­

dos por sus pares para cumplir dicha función. La consulta se focal izará en los 

siguientes temas: criterios de tocalización para la distribución del fondo de apoyo 

al interior de cada provincia; criterios de admisibilidad de los proyectos a ser 

presentados por los beneficiarios; criterios de prioridad de los proyectos evalua­

dos; seguimiento y evaluación de los proyectos a nivel provincial; posibilidad y 

limitación de establecer vinculas con otros programas destinados a los pequeños 

productores; aportes en bienes, insumas, mano de obré}, etc., que puedan entregar 

para los componentes de capacitación, promoción y servicios de apoyo. 
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La última etapa del programa es la de ejecución y participación, con instan­

cias bien definidas de participación a nivel nacional, provincial y local. Para esta 

etapa se anticipan problemas para la selección de las ONGs. Las ONGs de desa­

rrollo tienen ciertas limitaciones derivadas de que sus cuadros técnicos, por un 

lado, se renuevan constantemente, a causa de su inestabilidad financiera; y por el 

otro, provienen de zonas urbanas antes que rurales. Por su parte, las organizacio­

nes de beneficiarios tienen objetivos y áreas de acción acotadas con equipos 

técnicos reducidos, y menores recursos financieros que las organizaciones de 

desarrollo. También se anticipan limitaciones con las agencias del gobierno pro­

vincial por cuanto cuentan con mínima infraestructura, poca capacidad institucio­

nal para el desarrollo rural, y escasa experiencia en este tipo de programas. En 

efecto, generalmente, su accionar ha sido más asistencialista que participativo. 

7. CONCLUSIONES 

El BID Y el BM tuvieron diferentes puntos de partida para implementar sus 

mandatos de transparencia, físcalización y participación, especialmente en este 

último tema, el de mayor alcance. Como se dijo anteriormente, el recurso de fisca­

lización es un recurso de última instancia para los potenciales damnificados. El 

acceso a la información es apenas el primer paso para la participación, pero esta 

última va más allá. La participación tiene el potencial de cambiar la naturaleza de 

los proyectos de desarrollo y el accionar de los BMDs. Establece un lazo directo 

entre financiamiento externo y beneficiados o damnificados y es alll donde está, en 

principio, el mayor potencial de cambio. Por esa misma razón la brecha de expec­

tativas es mayor en el tema de "participación". 

En el Banco Mundial. por un lado, se intenta impulsar un cambio paradigmáti­

co en la formulación de proyectos; y por otro, se ha adoptado un perfil alto en la 

forma de relacionarse con la sociedad civil y las ONGs. En el BID el cambio es más 

gradual y cauteloso. Pero en la práctica ambos tienden a la convergencia. 

Del trabajo de campo realizado surge que hay diferencias en el tipo de partici­

pación implementada con financiamiento externo dependiendo de si se trata de 

proyectos sociales o de proyectos de infraestructura como la Hidrovía o Yaciretá. 

En este último caso la participación tiene el objetivo de suavizar los tradicionales 

conflictos generados con población afectada por la obra. El aspecto positivo de la 

incorporación de las ONGs en estos casos es que en virtud de la sensibilidad de 
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los organismos financieros a la opinión pública internacional, algunos sectores de 

la sociedad civil logran hacer conocer sus demandas y ser tenidas en cuenta. Los 

grandes proyectos de infraestructura con riesgos medioambientales o de despojo 

de las poblaciones ribereñas están hoy bajo intenso escrutiño internacional. En 

esta temática no puede concebirse un avance sin la incorporación de al menos 

algunos puntos de vista de las ONGs relacionadas con el medio ambiente o con 

los derechos de las comunidades indígenas. El no hacerlo significa una alta pro­

babilidad de que las redes internacionales se movilicen para presionar al Directo­

rio de los bancos en contra de su aprobación. Los Presidentes y funcionarios de 

ambos BMOs están muy sensibilizados en contra de este tipo de riesgos. Nadie 

quiere arriesgarse a repetir la tortuosa experiencia de Yaciretá, de muy mala pren­

sa por su diseño mal concebido y por su inicial desconocimiento de los intereses 

de las poblaciones afectadas por la construcción de la represa. En ese caso, los 

reclamos para un reasentamiento no traumático de las poblaciones del lugar, y los 

pedidos de ONGs tuvieron eco en el gobierno sólo cuando los afectados agitaron 

su causa frente a los BMDs que contribuían con financiación y de este modo 

llamaron la atención de la opinión pública internacional. Los insistentes pedidos 

previos a las autoridades en el mismo sentido, no habían tenido demasiado eco. 42 

Podríamos concluir de este ejemplo que la iniciativa de los BMDs de mediar en 

el diálogo Estado-sociedad civil reduce los riesgos del proyecto y contribuye en 

cierta medida a la participación en temas muy puntuales y en forma muy acotada, 

en virtud de la presión directa de las ONGs sobre los BMOs e indirecta sobre el 

gobierno. Hoy en día la gestación de un proyecto de envergadura similar al de 

Yaciretá jamás se vislumbraría con hermetismo y sin consultas con los afectados, 

previamente a que el proyecto sea elevado para la aprobación por el Directorio. 

Como contrapunto de la experiencia de Yaciretá está hoy el proyecto de la Hidrovfa 

Paraná-Paraguay concebido con una nueva filosofía. En el caso de la Hidrovla, 

aún en estado incipiente, se avanza con sumo cuidado para involucrar a la pobla­

ción afectada y a las ONGs de medio ambiente desde muy temprano y evitar verse 

obligados a interrumpir los trabajos en una etapa posterior. La transparencia y la 

participación aparecen como elementos fundamentales. Prueba de ello son las 

modificaciones que se introdujeron a los términos de referencia a partir de pro­

puestas de las ONGs activas en la protección del medio ambiente. 

r 42. Un ejemplo similar en la región es el caso del proyecto Planofloro en Brasil. Ver M. Keck 

I (1996). 
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Sin embargo, en otras instancias de menor resonancia a nivel internacional, la 

brecha de expectativas en la implementación del objetivo de participación es 

mayor. En algunos casos el llamado a participar puede limitarse a un proceso 

ritual. En efecto, la convocatoria a la participación es obligatoria dados los nuevos 

mandatos de ambos BMDs; pero no está claro si la consulta es vinculante yen qué 
instancias. No hay mecanismos claros y definidos sobre cuál es el paso siguiente 

a las consultas, es decir, cómo incorporar los puntos de vista recogidos, o proveer 

razones para desestimarlos. Las ONGs reclaman por la falta de "feedback" por 

parte de los responsables de los proyectos. Sostienen que por lo general sus 
sugerencias son oídas pero no implementadas a la hora del diseño del proyecto. 
Por ejemplo, CARITAS, participante en el Programa Materno Infantil y Nutricional 

que fue aprobado con anterioridad a los mandatos nuevos en el BM, identificó a la 
prevención como elemento esencial para incorporar en la etapa inicial del proyec­

to. Pero la sugerencia, al igual que iniciativas similares en otros proyectos, no pudo 
ser acogida aún, según CARITAS. 

Las ONGs involucradas en proyectos sociales identificaron tres causas princi­

pales para estos inconvenientes. En primer lugar, la falta de una participación 

activa de las ONGs en el momento de diseño de los programas. En segundo lugar, 
la falta de flexibilidad para introducir modificaciones al programa una vez en eje­

cución. En tercer lugar, las complicaciones derivadas de la negociación tanto 
dentro de los BMDs como de ellos con las diferentes agencias involucradas del 

gobierno para influir en el rumbo de los programas. La negociación con las ONGs 

es otra capa de negociación adicional que abre el número de actores casi ad 

infinitum: departamentos de cada BMD, Directorio de los BMDs, las reparticiones 
públicas nacional, provincial, municipal, las ONGs involucradas. 

Una de las principales quejas de las ONGs es que a pesar de que los proyec­

tos de los BMDs incluyen el mandato de participación, dicha inclusión se da sólo 
en lo abstracto. En general las ONGs disienten con el objetivo mediático dado a la 
participación desde los BMDs. Sostienen que si bien es cierto que hay iniciativas 

por parte de los BMD para acercarse a la sociedad civil ya los grupos afectados, 

estos últimos en realidad son identificados como victimas a lo largo del proyecto, y 

casi nunca se convierten en actores potenciales. Los representantes del sector de 

la sociedad civil que impulsan esos objetivos, sostienen que los BMDs pretenden 

que las ONGs se conviertan sólo en "ejecutoras más eficaces" de las políticas 

sociales, mientras que ellos pretenden ser actores que puedan influir en la deci­

sión y planificación de dicha polñica.? 

r43. C. Buthet y M. Baima de Borri. op. cit. 
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Debe destacarse la existencia de otro obstáculo que enfrentan las ONGs 

ejecutoras de proyectos sociales. Entre las condiciones de elegibilidad para reci­

bir los fondos de la cooperación internacional, figuran gestiones administrativas 

que muchas ONGs se encuentran imposibilitadas de cumplir. En el Programa de 

Menores en Condiciones Difíciles las organizaciones de base participantes deben 

abrir cuentas bancarias exclusivas para la recepción de los fondos. También se 

les exige contar con personería jurídica. En general, las organizaciones de base 

no cuentan ni con la preparación ni con los recursos administrativos para solven­

tar los gastos que estas demandas requieren. 

En cuanto al costo y tiempo que demanda el desarrollo de proyectos 

participativos. las ONGs conciben a la participación como una inversión, antes 

que como un gasto, dado que llevaría a la apropiación de los proyectos por parte 

de la población involucrada, asegurando la sustentabilidad de las acciones; la 

movilización de recursos locales; la adecuación de las propuestas a las necesida­

des de los grupos. 

De continuarse en este camino, existen diversos mecanismos que se podrían 

implementar para mejorar el acceso a información por parte de la sociedad civil. 

Una forma podría ser que las representaciones locales y no Washington, sean las 

encargadas de la elaboración de informes, especificando objetivos y actividades 

previstas para favorecer el acceso a la información. También debería considerar­

se cómo incorporar pasos previos a la participación, es decir, formas de ayudar a 

las ONGs a superar las deficiencias de su accionar. Por ejemplo, la instalación de 

un centro que consolide la información para las ONGs de todo el país. Hay cientos 

de ONGs de base diseminadas por el país que carecen de medios y de iniciativa 

para interiorizarse de los proyectos de los BMDs. No sería justo que ésas fueran las 

razones principales que impidieran su participación en proyectos de los BMDs, 

siendo que son éstas las que más en contacto están con las necesidades de las 

comunidades de base. 

Por último, cabe plantearse al menos los siguientes tres interrogantes a futuro: 

i) ¿hasta qué punto una política social, condicionada por los BMDs y delegada en 

ONGs, reemplaza o complementa la política pública en un momento de repliegue 

del sector público?; ii) ¿cuál es la conveniencia e incluso sustentabilidad de una 

política social cuyo principal combustible es el endeudamiento externo?; iii) ¿cómo 

asegurar la representatividad de las ONGs involucradas? Por lo general los progra­

mas sociales que distribuyen fondos corren el riesgo de dar lugar a prácticas 

cliente listas. Para compensar estos riesgos es necesario generar un debate que 

ponga cen claridad sobre la mesa, el origen de los fondos y su destino. Con ello se 
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darla a conocer el grado de endeudamiento a futuro que significa la adquisición 

del préstamo en cuestión. Además, la transferencia y difusión del destino que 

tendrán los fondos serviría de contención de posible prácticas clientelistas. 

LISTA DE PRÉSTAMOS APROBADOS PARA ARGENTINA 

8anco Interamericano de Desarrollo 

Año de 
Financiamiento 

aprobación 
Nombre del proyecto del BID 

(millones de US$) 

1994 Apoyo a Organizaciones en los Sectores Productivos 152 

1994 Consolidación de Reformas del Sector Público 47 

1994 Desarrollo de Instituciones Municipales e Inversión Social 210 

1994 Reforma e Inversiones en el Sector de Educación 300 

1995 Agua potable y Alcantarillado 200 

1995 Privatización de Bancos Provinciales 750 

1995 Reforma de Sectores Sociales 450 

1995 Terminales Portuarias 10 

1995 Transmisión de electricidad de Yaciretá: Fase 11 43 

1995 Servicios Agropecuarios Provinciales 125 

1995 Asistencia para Niños y Menores en Riesgo .. 20 

Fuente: BID, Informe Anual 1994 y 1995 

r 44. Cooperación técnica no reembolsable del Fondo de Operaciones Especiales. 
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Banco Mundial 

Financiamiento
Año de 

Nombre del proyecto del BID
aprobación 

(millones de US$) 

Desarrollo del Mercado de Capitales 

1994 Asistencia Técnica para el Mercado de Capitales 9 

1994 Descentralización de la Educación Secundaria 190 

1995 Reformas Provinciales 300 

1995 Desarrollo Municipal II 210 

1995 Desarrollo Provincial 11 225 

1995 Privatización de Bancos Provinciales 500 

1995 Educación Universitaria 165 

1995 Reforma Bancaria 500 

1995 Apoyo al Sector Minero Argentino 30 

1995 Reforma del Sector Provincial Salud 101 

1995 Desarrollo Forestal 16 

1995 Protección Social 152 

1995 Fortalecimiento de la Inversión Pública 16 

1995 Reconversión Empresarial para la Exportación 38 

Descentralización y Mejoramiento 

1994 500 

1995 115 
de la Educación Secundaria 11 

1996 Reforma a Obras Sociales e INSSJP 250 

1996 Reforma a Obras Sociales e INSSJP 100 

1996 Reforma a Obras Sociales e INSSJP 25 

Fuente: Banco Mundial, Informe Anual 1994 y 1995. 
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PROYECTOS EN ELABORACiÓN 

Banco Interamericano de Desarrollo 

Financiamiento
Año de 

Nombre del proyecto del BID 
aprobación 

(millones de US$) 

1996 100Mejoramiento de Barrios 

1996 Modemización y Reformas del Sector Salud 100 

1996 Crédito a Microempresas II 100 

1996 Educación Superior no Universitaria 100 

1996 Inversión en Grandes Ciudades 210 

1996 Grupos Vulnerables 30 

1996 Recuperación Ecológica La Matanza-Riachuelo 200 

1996 Modernización Portuaria I 200 

1996 Inversión en Desarrollo Regional 180 

1996 Apoyo a la Reestructuración Empresarial I 100 

1996 Preinversión 11 25 

1996 Cajas Previsionales Provinciales 300 

1996 Programa de Apoyo a la Provincia de Buenos Aires 250 

1996 Programa de Apoyo a la Provincia de Mendoza 100 

1996 Programa de Apoyo a la Provincia de La Hioja 50 

1997 Recuperación Ecológica del Lago San Roque 80 

1997 Reconversión Productiva 11 150 

1997 Multisectorial de Crédito 11 300 

1997 Pasos Cordilleranos s/d 

1997 Fondo Fiduciario de Apoyo a las Provincias 500 

1997 Administración de Justicia Provincial s/d 

1997 Reforma Administrativa del Parlamento Nacional s/d 

1997 Programa de Apoyo a Provincias 11 s/d 

1998 Educación Básica 11 250 

1998 150Programa Nacional de Agua y Alcantarillado
 

1998
 Agua y Alcantarillado en Buenos Aires s/d 

1998 Corredores Viales 11 s/d 

1998 Modernización Tecnológica 11 s/d 

1998 100Apoyo a la Reestructuración Empresarial 11 

1998 Programa de Apoyo a Provincias 11 s/d 

Fuente: Documento de País: Argentina, BID, 1995. 
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PROYECTOS EN ELABORACiÓN 

Banco Mundial 

Financiamiento
Año de 

Nombre del proyecto del BID
aprobación 

(millones de US$) 

1996 Protección contra Inundaciones 200 

1996 Producción Florestas Nativas 18 

1996 Privatización de Aeropuertos 12 

1996 Desarrollo Agrlcola Provincial 125 

1996 Programa Vial Provincial I 300 

1996 Transporte Urbano de Buenos Aires 150 

1996 Cajas Previsionales Provinciales I 300 

1996 Reforma del Sector Judicial 50 

1996 Reforma del Sistema Regulatorio 12 

1996 Finanzas Públicas Provinciales 100 

1997 Alivio a la Pobreza Rural 50 

1997 Provincial para Prevención del SIDA 10 

1997 Educación Secundaria 111 75 

1997 Sector Energia Provincial 150 

1997 Reforma al Sector Público 11 20 

1997 Mercado Financiero Secundario s/d 

1997 Reformas en Provincias 11 300 

Descontaminación Industrial 
1998 125 

Y Manejo de Desechos Sólidos 

1998 Programa Materno Infantil y Nutrición 11 125 

1998 Agua Potable Provincial 111 150 

1998 150Promoción de Exportaciones 11 

1998 300Cajas Previsionales 11 

Fuente: Misión Residente del Banco Mundial en Argentina . 
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